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En este número

A comienzos de agosto, la Reserva Federal de EE.UU. (Banco Central) admitió que en los meses recientes “el crecimiento del producto se ha moderado y el ritmo de mejora de las condiciones del mercado laboral se ha frenado”, culpando de ello redondamente al aumento del precio del petróleo y sugiriendo que están dadas las condiciones para continuar con un mayor crecimiento. Pero con el transcurso del mes, se acumularon datos negativos. Se crearon apenas 32.000 puestos de trabajo durante julio, mientras los economistas esperaban más de 200.000 y la fuerza de trabajo aumenta cada mes en un promedio de 160.000. Con esto, Bush puede ser el primer presidente de EE.UU. desde Hoover (en 1932) que se juega la reelección con una economía que tiene menos empleos que cuando asumió. El principal índice bursátil está por debajo del nivel de comienzos de año. Con todo esto, no sorprende que se haya desacelerado el gasto del consumidor durante el segundo trimestre. Además, el petróleo siguió subiendo, con lo cual aumentaron las voces de alarma: ahora la pregunta ya no es si habrá desaceleración, sino qué tan brusca será. 

Aquí trataremos en detalle la suba del petróleo. Por un lado, qué es lo que la provoca y cuáles parecen ser las tendencias en el futuro inmediato, tratando de entender también cuáles son sus efectos económicos y sus efectos políticos alrededor del mundo. Esto es, verlo como caso especial del conflicto en las alturas, con la singularidad de que esta peculiar rama productiva nos muestra varios casos nacionales particulares, en los que la posesión y control de este preciado recurso se torna el eje de la lucha política. Veremos cómo –con variantes más o menos institucionales o más o menos violentas–, esta lucha se desarrolla en Medio Oriente, Rusia, Venezuela y, en cierta medida, interviene en la elección presidencial de EE.UU.  

En Medio Oriente, venimos siguiendo cómo la violencia, recurso de última instancia ante la imposibilidad de resolución política, impera hace rato. En el caso ruso, la pelea del poder ejecutivo es doble: judicial contra los “oligarcas” y bélica contra el secesionismo checheno, con toda una serie de alianzas cruzadas.

El desarrollo “más pacífico” del conflicto en Venezuela interesa particularmente, por su significado político para toda la región: el triunfo de Chávez en el referendo revocatorio abre nuevas perspectivas en su enfrentamiento contra el neoliberalismo, entendido éste como la política de una alianza social que incluye, dentro de Venezuela, a los grandes grupos empresariales locales, sectores de la iglesia, la burocracia sindical y los medios de comunicación. Todos estos grupos se encuentran ligados de una u otra forma a los organismos internacionales de crédito, representación política de los sectores más concentrados a nivel mundial. En estas condiciones, no es menor el dato de la integración de Venezuela al Mercosur.

A nivel regional, sobresalen otros dos datos. Uno es la expresión sudamericana de la necesidad del capital de trascender las fronteras nacionales. El Mercosur apuró la conformación de su Tribunal Permanente de Revisión, al tiempo que Brasil y Argentina piensan en voz alta sobre una Corte de Justicia y un Parlamento comunes, intentos de emparchar con política lo que en la economía implica conflictos inevitables. 

El otro dato es local, pero es impensable sin este cuadro regional, en el que la unión intenta hacer la fuerza. ¿Era imaginable que un presidente argentino respondiera al director del FMI “ni lo sueñen”, cuando éste exigió aumentar el superávit? Creemos que esto no es separable del proceso de integración económica y política en marcha. Pero que esa fuerza tiene límites precisos lo marca el hecho de hasta dónde puede atreverse a actuar. Tanto dentro como fuera, el gobierno no logra ir más allá de la búsqueda de equilibrios siempre precarios, de movimientos de vaivén que no dan una resolución a los conflictos. Veamos un poco de todo esto…

Situación Mundial

Las iniciativas dirigidas a aligerar la circulación de capitales, bienes y servicios (vistas en el Análisis N° 50), son prioritarias para la burguesía en su conjunto, aunque no necesariamente todas las fracciones impulsen proyectos políticos basados en ellas. Es decir, la clase como totalidad requiere profundizar la pureza del proceso de acumulación, pero las posibilidades de hacerlo y las formas concretas de su realización son determinantes en el proceso de estratificación y diversificación al interior de la burguesía. La aceleración del desarrollo capitalista, visibles tanto en la celeridad del ritmo del cambio e innovación tecnológica como por el grado de subordinación del trabajo por el capital, combinada con la victoria política sobre el bloque soviético, relajó las alianzas entre fracciones en secuencias determinadas por el grado de divergencia ú oposición entre las necesidades estratégicas (productivas y circulatorias) de cada rama. La cristalización de este proceso es verificable en los distintos momentos y se trata, ni más ni menos, de la evolución de la división internacional del trabajo. En la actualidad, se manifiesta profundamente la tendencia en el accionar de los capitales con mayor grado de centralización y concentración, que avanzan sobre fracciones con menor escala productiva, rezagadas desde hace años en la carrera tecnológica. Para estos, las opciones se traducen en una dramática dicotomía: resistir política, o llegado el caso, militarmente, o negociar los términos de la absorción (una fusión con el capital de mayor envergadura, con la posibilidad de retener la gestión de la unidad productiva, o sin ella, y en este último caso se incrementa su grado de financiarización y parasitismo). 

Las distintas velocidades y términos de la adaptación son visibles en el proceso de reorganización productiva masivo, neutralizado por los medios con el término de “deslocalización”(ver Análisis N° 44, 46 y/o 47). Productivamente, representa quizás el punto culmine de una fase de desarrollo tecnológico que a partir de ahora difícilmente pueda expandirse de otra manera que no sea en el aspecto meramente cuantitativo. Este proceso es emprendido necesariamente por las mayores empresas y capitales del mundo, con capacidad financiera -propia o captada del sector bursátil- y necesariamente encontrará un límite cuando el proceso alcance a todo el globo y a todos los procesos productivos. Este destino inevitable se encuentra en su camino con mecanismos políticos, los cuáles son el resultado del desarrollo histórico concreto de la contradicción entre esencia mundial y forma nacional del capitalismo, y que lo pueden llegar a retrasar, más no impedir, pues no es la intención de ninguna fracción. 

En algunas ramas, por determinadas condiciones no modificables a menos que se transforme a la misma en prescindible para el sistema en su conjunto, no es posible desarrollar este proceso de deslocalización. En particular, la rama energética es el ejemplo más importante que, de alguna manera, empuja a las demás a subordinarse a ella (ver Análisis N° 48 y 49). Únicamente un cambio en las fuentes de energía, que requeriría masivas inversiones en todas las ramas, podría amenazar el predominio político y económico de dicha rama. Esta supremacía es la demostración de que este sector ya completó su deslocalización al menos por el momento, pues avanzó cuanto pudo sobre él: únicamente la fase upstream
 de la producción petrolera (exploración y extracción) es la que permanece sin poder trasladarse, por lógicas condiciones naturales. Esto la empuja necesariamente a focalizar sus esfuerzos y recursos en influir sobre la esfera política de las relaciones sociales: controlar el aparato de Estado mediante un funcionariado propio al interior de los distintos países con mayor grado de desarrollo, con el doble fin de desactivar iniciativas de fracciones con otras prioridades estratégicas al interior y de avanzar sobre otros estados nacionales esenciales para la producción (las reservas de petróleo y gas) al exterior. (Por ejemplo, y entre varios otros, el presidente Bush fue empresario petrolero, y la Asesora Nacional de Seguridad, Condoleezza Rice se desempeñaba en la petrolera ChevronTexaco hasta su incorporación al gabinete.) De esta manera, los conflictos políticos con mayor virulencia de la actualidad son emergentes de este proceso: Medio Oriente, Rusia, Venezuela.

Pelea por las ganancias

Petróleo: el desarrollo contradictorio de una rama vital 

“A medida que los precios del petróleo se acercan a U$S 50 por barril, la diferencia entre la crisis petrolera actual y las anteriores se vuelve cada vez más nítida: la de hoy es menos aguda, pero puede llegar a ser crónica. Hasta ahora, el aumento del precio del petróleo de los últimos meses sigue siendo inferior a los grandes saltos del pasado.” (WSJ 20/8). El lento pero persistente incremento de los precios del petróleo prácticamente desde comienzos de 2002
 resulta distinto a los abruptos incrementos de precio de 1973 y 1979, lo que repercute en las estrategias que cada fracción de la burguesía utilice para enfrentarlo o usufructuarlo. En aquél entonces, la rama energética se reestructuró en su interior: surgieron o se consolidaron definitivamente las empresas integradas que fueron en parte gestoras de la crisis de 1973 y, a su vez, principales beneficiarias del proceso de concentración y centralización
. En definitiva, las estrategias del sector petrolero y energético oscilaron entre distintos grados de alianza política para oponerse o para acomodarse en el inevitable proceso de absorción de las empresas menores por las de mayor escala productiva. El resultado fue la consolidación de empresas oligopólicas, la reducción de la cantidad de empresas y el incremento del volumen de inversión requerida para seguir en el negocio. El resto de las ramas productivas y circulatorias también debieron actuar en el nuevo escenario. Esto las llevó a optimizar, en la medida de sus posibilidades, las fases más afectadas por el incremento del componente energético dentro de los costos de producción y/o circulación: “la cantidad de crudo utilizado para producir un dólar de PBI cayó un 55% entre 1973 y 2003 [...] los sectores intensivos en energía se han vuelto más eficientes y el crecimiento se ha trasladado a sectores menos intensivos en energía, como el de telecomunicaciones. No obstante, las grandes ganancias en eficiencia energética se produjeron antes de mediados de los ’80. desde entonces, los avances en eficiencia se estancaron.” (WSJ 20/8). En la actualidad, con ese proceso acabado, las distintas ramas deben actualizar sus estrategias de cara a la disputa por el valor producido socialmente, en la cuál la rama en cuestión ocupa un lugar especial.

Los medios atribuyen el aumento del precio del petróleo a una multiplicidad de factores. En ocasiones coyunturales (huelga en Noruega, incendio de refinería en Indiana, maremoto en el Golfo de México, etc.) o de mayor duración (situación en Iraq, atentados en Arabia Saudita, etc.), cualquier factor relacionado con la rama afecta negativamente la evolución de los precios. Pocas son las noticias que descomprimen la presión sobre el precio y éstas se relacionan, fundamentalmente, con medidas que expanden la oferta de crudo. Es decir, cualquier hecho que afecte la relación entre la oferta y la demanda produce bruscas oscilaciones en el precio, con lo cual podemos inferir que la causa última es dicha relación y no los hechos que inciden sobre ella. Definitivamente, este factor agrega otra peculiaridad a la rama en cuestión que la convierte en una de las pocas ramas -con seguridad la más importante entre ellas- que “disfruta” de un exceso de demanda a nivel mundial, ya que “actualmente el mundo tiene aproximadamente el mismo exceso de capacidad de extracción, alrededor de un millón de barriles por día, que en vísperas del embargo petrolero árabe de 1973. Pero ese exceso representa ahora sólo el 1% de la demanda total [...] debido a que el consumo de petróleo ha aumentado alrededor del 44% en las últimas tres décadas. La OPEP calcula en privado que se necesita un exceso de capacidad del 4% para mantener el equilibrio en los precios.” (WSJ 26/8).

La oferta de crudo. Las condiciones de producción y circulación a escala mundial le brindan a las empresas ciertas prerrogativas. La rama paulatinamente fue percibiendo que sus prioridades estratégicas se encontraban cada vez más en el plano de las relaciones políticas y no tanto en el plano económico-productivo. Esto significó que el grueso de la inversión estuviese en mecanismos político-militares, en detrimento de las necesidades productivas (investigación y desarrollo): “en abril, el presidente de la Agencia Internacional de Energía (AIE), convocó a los representantes de varios de los mayores productores de energía del mundo a una reunión urgente en París. La demanda mundial de petróleo crecía a un ritmo que para 2030 habrá aumentado un 50%. Pero la inversión en nueva producción de petróleo y gas era un 15% inferior a los U$S 210.000 millones anuales que se calcula son necesarios para mantenerla [...] las seis mayores petroleras de EE.UU. y Europa tienen previsto obtener un flujo de caja récord de U$S 138.000 millones este año [...] pero el gasto de capital de las seis grandes apenas crecerá de U$S 63.000 millones en 2003 a U$S 68.000 millones, y eso se debe en gran parte a un aumento de costos. Por otro lado, se están perforando menos de 2500 pozos para encontrar yacimientos nuevos de petróleo y gas en todo el mundo, menos de la mitad de la cifra máxima en 1981.” (WSJ 26/8). La carrera por el dominio político de las reservas a nivel mundial pasó a ser un condicionamiento de la continuidad del desarrollo de cualquier nación que careciera de ellas, y un dispositivo de redistribución del valor producido socialmente: los costos de las intervenciones político-militares para la sociedad en general suponían para la fracción energética el sustrato desde el cual el proceso de acumulación pudiese tener lugar. Dominar el aparato de estado, en este punto, resultaba fundamental para poder presentar las prioridades del sector como de toda la sociedad. En el caso de EE.UU., principal consumidor mundial y asiento de las mayores petroleras, el ascenso de George W. Bush fue la materialización de este proceso. En rigor, toda la sociedad precisaba del control de las reservas en general, pues la energía es condición sine qua non de la producción y circulación, pero su obtención encontraría límites, emergentes de la relación entre medios y fines. En el momento en que el “fin” de dominar el abastecimiento de energía sea neutralizado para las otras ramas por un “medio” que se demostrase demasiado oneroso para el conjunto de la sociedad, las contradicciones entre las distintas fracciones se tornarían intolerables. En cierta medida, las elecciones presidenciales en EE.UU. de noviembre próximo son el telón de fondo sobre el cual se manifiesta lo avanzado del conflicto entre las distintas fracciones y la consecuente búsqueda frenética por consolidar los frentes abiertos. Por un lado, el candidato demócrata John Kerry promueve “alcanzar para 2020 la meta de que el 20% del total del combustible consumido provenga de fuentes domésticas como el hidrógeno, el etanol y el biodiesel [respecto] del 1,5% registrado este año” (WP 7/8). En el polo opuesto, el presidente George W. Bush comunicó presurosamente su preocupación por la situación de Yukos, la mayor petrolera rusa, al presidente Vladimir Putin.

Mientras se desarrolla la lucha por el dominio del aparato de estado, las distintas fracciones de la burguesía están empujadas a actuar para sobrevivir. Lo que significa que deben echar mano a cualquier dispositivo que les impida ser absorbidas por capitales de mayor envergadura o con conexiones políticas decisivas. Esto se traduce en una fragmentación del enfrentamiento político en varios niveles: las alianzas atraviesan vertical y horizontalmente ramas, sectores y regiones. Como contrapartida, en el plano económico productivo, se establecen estrategias que se muestran con relativa autonomía de la política, pues se desarrollan exclusivamente en el plano del desarrollo y la innovación tecnológica. En el caso de la relación del sector energético, y dentro de él la rama petrolera, con el resto de las ramas productivas y circulatorias, estas últimas, paradójicamente, parecen reforzar la tendencia que buscan contrarrestar. Analizando la esfera de la demanda podremos entrever porqué.

La demanda de crudo. El proceso de deslocalización productiva atraviesa la totalidad de las ramas que pueden realizarlo al no tener ningún condicionante que los ate a una región determinada. La reducción de costos es su justificación y cada rama tiene un desencadenante decisivo particular (mano de obra, energía, transporte, etc.)
. Esto significó un incremento del consumo de crudo a nivel mundial, difícilmente reducible en el corto plazo, por un mayor peso relativo del componente energético y circulatorio (transporte). De esta manera, el traslado masivo de fábricas al Asia resulta esencial en este proceso pues “se espera que la región responda este año por casi la mitad del incremento de 2,5 millones de barriles diarios en el consumo global. Sólo China sería responsable de un tercio.” (WSJ 25/8), mientras la demanda en los países más desarrollados sufre un aumento menor pero muy significativo en su composición, pasando a ser “una de las principales razones el sector transporte, que consume la mayor parte del petróleo.” (WSJ 20/8). Inevitablemente, las estrategias para resistir las presiones en el aspecto productivo no hicieron más que reforzar la importancia del crudo. Difícilmente este proceso sea reversible en el corto plazo, ya que “es probable que Occidente siga trasladando fábricas a Asia, por lo que simplemente seguirá transfiriendo la creciente necesidad de petróleo de la economía global de una parte del planeta a otra donde el uso energético no es tan eficiente.” (WSJ 25/8). 

Trayectoria futura de la relación oferta-demanda. La forma de crecimiento de cada empresa y fracción de la burguesía es expandir su cuota de mercado. Esta inocua expresión encierra ganadores y perdedores en un juego de suma cero: cada punto porcentual que gana una empresa del mercado lo pierde otra. Ni más ni menos este transcurrir culmina, más tarde o más temprano, en la eliminación (por absorción o quiebra) de las empresas con menor capacidad financiera, productiva y política. Este proceso de concentración y centralización de capitales es permanente y desborda las ramas y sectores en que cada empresa se encuentra: llegado un punto de saturación
 en la rama se busca la expansión hacia otras. El sector energético completó este proceso hace tiempo, las empresas líderes controlan de diversas maneras toda la rama y conformaron un sector oligopólico que difícilmente provoque por el momento nuevas fusiones en su interior, dado el tamaño y la envergadura de las mismas. La aceleración del proceso de acumulación del sector las incentivó a echar un vistazo a otras ramas. En principio, las relacionadas en la cadena productiva y circulatoria: petroquímica, química, transporte. Actualmente se encuentra avanzando sobre esos sectores, aunque todavía en forma mesurada, cualquier cambio en las condiciones globales pueden acelerar el proceso. Quizá pueda ser la suerte de las aerolíneas en un futuro no muy lejano, pues “el costo del combustible puede llegar a representar del 20% al 25% de los costos operativos de una nave [...] las probabilidades de que el crudo llegue a los U$S 50 el barril pueden arruinar a algunas aerolíneas [...]. El impacto es aun más significativo en América Latina, pues el precio del combustible de aviación en la región suele ser más alto que en EE.UU. y Europa.” (WSJ 19/8). 

No obstante, el conflicto en el interior del sector no puede ser refrenado, y al parecer la rama comienza a darse cuenta que los tiempos de control político inexpugnable pueden llegar a su fin. “La fuerte retórica antiestadounidense del presidente venezolano Hugo Chávez no ha logrado asustar a un importante grupo de inversionistas: las grandes petroleras [...] ChevronTexaco Corp. anunció que negociaba con el gobierno un aumento en la producción de crudo en la región para producir 400.000 barriles diarios de crudo sintético. El proyecto tendría una inversión de U$S 6.000 millones [...] el gigante francés TotalFinaElf también se está reuniendo con el gobierno sobre una posible expansión de U$S 4.000 del proyecto Sincor en el Orinoco, una sociedad con PDVSA y la noruega Statoil. Royal Dutch Shell, mientras tanto, dice que está evaluando establecer su propio proyecto. Exxon Mobil anunció este mes un nuevo proyecto petroquímico con PDVSA que podría costar U$S 3.000 millones.” (WSJ 24/8) Cualquier ventaja que pueda erigirse en la actualidad, podrá ser decisiva en la próxima oleada de fusiones en la rama energética.

Situación Política

Rusia: el dominio de las fuentes de crudo o “el Estado contra la oligarquía” 
En Rusia encontramos un ejemplo de la manifestación, en el plano de las relaciones políticas, de la pelea por las ganancias, que implica, muy especialmente en esta formación social determinada, el control de los recursos energéticos. El juicio al cual está siendo sometido el magnate petrolero de Yukos, Mikhail Khodorkovsky (encarcelado en octubre de 2003), por evasión de impuestos, revela la decisión del gobierno de Putin de llevar a fondo su ofensiva sobre el llamado “grupo de los oligarcas”. La detención del dueño de Yukos, la 4ª petrolera mundial, cobra especial relevancia por el volumen de los capitales implicados y el papel estratégico de la rama, pero, en rigor, esta ofensiva data del año 2000, de los inicios del mandato de Putin, y ya ha cobrado otras “víctimas”: Boris Berezovski y Vladimir Gussinsky, magnates de medios exiliados en Reino Unido y España respectivamente; Mikhail Jivilo, magnate del aluminio exiliado en Francia; Roman Abramovich, magnate petrolero y actual propietario del club de fútbol Chelsea, exiliado en Reino Unido; Platón Lebedev, segundo hombre de Yukos, y Alexande Bykov, otro magnate del aluminio, en prisión.

El enfrentamiento tiende a ser retratado por la prensa como resultado de la lucha por el poder entre facciones insertas en el aparato estatal. Por un lado, “hombres de negocios” devenidos tecnócratas y políticos y que responden a la línea “liberal” del ex mandatario Yeltsin; por el otro, los siloviki (miembros de la fuerza de seguridad) devenidos burócratas al amparo del actual presidente Putin. Intentaremos demostrar que si este último puede llevar a cabo exitosamente su ofensiva es porque cuenta con un abrumador apoyo, al menos en este sentido, de vastas fracciones sociales para las cuales la eliminación de los oligarcas es una simple cuestión de supervivencia.

En primer lugar, ¿quienes son estos “oligarcas”? La cabeza visible de no más de 20 conglomerados que generan el 70% del PBI ruso, de cerca de 1 billón de dólares, aproximadamente la mitad del PBI alemán (TE 26/5). Las reformas “desde arriba” implementadas en los últimos años de la ex URSS y la orientación hacia la industria “pesada” de la economía soviética posibilitaron que un número reducido de hombres, miembros del anterior complejo de la economía planificada, se apropiaran rápidamente de medios de producción estratégicos. El proceso tuvo tres momentos claves:

· A fines de los ’80 se permitió a las empresas estatales ser propietarias de otras (generalmente proveedoras) semi-privadas y no sometidas al régimen de planificación. Los directores -que contaban con cierto capital acumulado y financiamiento- pudieron nombrar hombres de confianza en estas nuevas empresas y transferirles fondos desde la estatal. El origen de Autovatz (cuasi-monopolio automotriz, socia en Rusia de General Motors) se remonta a este momento.

· El gobierno de Yeltsin, en 1992, privatizó buena parte del complejo productivo mediante la emisión de acciones que repartió entre los ciudadanos. Los grandes beneficiarios de este naciente mercado de títulos fueron, naturalmente, los que contaban con dinero acumulado en la actividad privada y los jerarcas del partido. Pronto se generalizaría la práctica de “crédito por acciones”: el gobierno “hipotecaba” acciones de empresas aún en manos del estado a cambio de créditos privados. Esta operatoria le permitiría a Khodorkovsky quedarse con Yukos por 309 millones de dólares en 1996 (actualmente su valor se estima en 70.000 millones).

· La crisis de 1998, finalmente, se superó mediante un ajuste generalizado que incluyó una brusca devaluación del rublo. Esto, sumado a la tendencia alcista de los precios del petróleo y el gas, le permitirían a los conglomerados energéticos (Yukos, Lukoil y TNK) enormes niveles de rentabilidad y la posibilidad de absorber capitales de menor tamaño.

Estos conglomerados tenderían a establecerse como monopolios (automotriz, níquel) u oligopolios (petróleo, medios, aluminio) con exclusión de las industrias “livianas” características de la pequeña y mediana empresa (que en Rusia sólo representan el 2% del PBI, lo que es ya un índice del alto grado de centralización). El petróleo y el gas cumplen un papel relevante por su incidencia en la economía rusa, la cual posee, respectivamente, un 5% y un 30% de las reservas probadas a nivel mundial. Según el Banco Mundial, las ganancias petroleras representan un 25% del PBI (TE 20/5). Su rol estratégico es posiblemente mayor. Aun cuando la explotación de los yacimientos se ha privatizado en los ’90 (con excepción de la pequeña petrolera estatal Rosnetf), la distribución, a través de los oleoductos, permanece en manos del Estado. Esto último permitió preservar para Rusia, al menos en parte, un fuerte control sobre el anterior espacio soviético, y enfrentar con relativo éxito las presiones sobre esta área económica por parte de otros bloques regionales (como es el caso de la expansión de la UE hacia el este). Como ejemplo, se puede mencionar la puja entre China y Japón para aprovisionarse del petróleo de Siberia y el este ruso mediante la construcción de futuros oleoductos, los cuales el Kremlim explota hábilmente obteniendo concesiones de uno y otro bando. Japón, por ejemplo, prometió realizar inversiones por 5.000 millones de dólares en Siberia oriental a cambio de la construcción de un oleoducto que conecte esta región con el puerto ruso de Vladivostok. Preservar el control sobre la distribución de estos recursos y disponer de al menos una parte de ellos para destinarlos a otros sectores de la economía no es sólo un imperativo de los proyectos “nacionalistas” de Putin y su entorno. Es igualmente necesario para la reproducción de las fracciones sociales subordinadas que lo apoyaron claramente en las elecciones parlamentarias de fines de 2003 y en las presidenciales de 2004, y que barrieron de hecho con toda influencia política directa de los “oligarcas” en el gobierno del Estado. La burguesía subordinada (la mayor parte de la burguesía rusa) necesita que estos recursos se utilicen para reactivar el mercado interno (y en este sentido sus demandas coinciden con las del proletariado ruso) y para la concesión de créditos que el descalabrado sistema bancario no puede ni está dispuesto a conceder. La preservación del espacio económico de la C.E.I. (Estados de la ex-URSS) y la imposición de ciertas condiciones a nuevos “socios” (China, Japón, la misma UE, todos ellos necesitados de dotaciones alternativas de petróleo) son fundamentales para la existencia de un capitalismo ruso con base local. Rusia produce actualmente casi 8 millones de barriles, pero el gobierno de Putin ha planteado el objetivo de llevar la producción a 12 millones en la próxima década. Esto transformaría a Rusia en el primer productor mundial y la dotaría de una posición única en el mercado (Rusia no es miembro de la OPEP), pero requiere de una activa política de inversiones en el sector, que, dados el frágil sistema bancario ruso y la tendencia de las empresas de la rama a nivel mundial a reducir el nivel de inversiones, sólo parece que pueden provenir del sector público mediante la captación de parte de los ingresos petroleros. (ver Análisis 48, pág. 5)

No es casual que el arresto de Khodorkovsky haya sido precedido por un enfrentamiento entre Yukos y el gobierno en torno al proyecto de aplicación de retenciones ​–que incluyó la amenaza por parte de un director de Yukos de sobornar a los miembros del parlamento para impedir la ley (TE 20/5)–, y una campaña pública de Khodorkovsky en favor de la construcción de un oleoducto privado con destino a Murmansk, en el Mar de Barents, tendiente a aprovisionar a EE.UU. a través del Ártico (LF 16/8).

La fabulosa apropiación de riquezas por parte de los “oligarcas” disimula su precaria situación de clase. Resultado de un saqueo abierto y no de un largo proceso histórico, no cuentan con una base social que los legitime: la más cabal expresión es la ominosa derrota de los partidos que le son más afines, la Unión de Derechas y Yabloko, que perdieron en 2003 toda presencia parlamentaria. Acorralados y temiendo ser expropiados, los oligarcas petroleros han comenzado a vender sus participaciones en las empresas al exterior. La inglesa British Petroleum (BP) ya es dueña del 50% del paquete de TNK y estaba en competencia abierta con Exxon y ChevronTexaco por la adquisición del 40% de Yukos al momento en que estos activos fueron inhibidos para la venta por la justicia rusa, en respuesta al reclamo del gobierno por impuestos atrasados. Es razonable que Putin prefiera ajustar cuentas con Yukos antes de tener que vérselas con conglomerados extranjeros, con mayor poder de lobby, y decididos a explotar, con bajos niveles de inversión, áreas de baja fiscalidad; en otras palabras, imponer a Rusia una situación semejante a la que impera en la explosiva zona del Cáucaso, y que veremos en el apartado siguiente.

Seguridad

Chechenia bajo fuego

En el Análisis anterior señalábamos cómo el uso de la fuerza -o la amenaza de recurrir a ella- expresaba la imposibilidad de resolución política de los conflictos entre fracciones de la burguesía. El abatimiento, en el sur de Rusia, de dos aviones Tupolev, colocó en estos días nuevamente en la tapa de los diarios la larga guerra entre Rusia y Chechenia, que si bien data de la época del zarismo y en la cual juegan factores religiosos y culturales, se inscribe, actualmente, en el marco de una guerra más amplia entre capitales por el control del área del Cáucaso, clave en la generación y transporte de petróleo y gas. 

Primero, una breve descripción del hecho. Dos aviones de pasajeros fueron derribados el 25/8 en el sur de Rusia, con el saldo de 89 muertos. A simple vista, el hecho guarda llamativas semejanzas con los atentados de Madrid del 11/3/2004. Se producen a cinco días de las elecciones presidenciales para reemplazar al anterior presidente checheno Kadyrov (asesinado en mayo a pocos meses de su asunción), elecciones rechazadas por los rebeldes chechenos y que la prensa tiende a calificar como una farsa orquestada por el Kremlim (LF 26/8). El gobierno ruso, remedando al de Aznar, sostuvo la insostenible teoría de que se trataba de accidentes (¡con cuatro minutos de diferencia!) hasta que la FSB (ex-KGB) debió admitir que se trataba de atentados luego de encontrar restos de explosivo en uno de ellos y de que un ignoto grupo islámico se los adjudicara por Internet.

La dureza de la postura rusa respecto de Chechenia contrastó desde el primer momento (1991, primera invasión) con la relativa tolerancia ejercida con otros ex-territorios de su entorno caucásico que se autodeclararon independientes tras la caída de la URSS (Georgia, Azerbaiján y Armenia), probablemente porque el territorio checheno está surcado por el oleoducto que abastece del 10% del petróleo ruso que consume Europa Occidental. Si bien el gobierno ruso intentaría presionar (vía presencia militar y estrangulamiento económico) a las otras repúblicas independientes para la construcción de oleoductos que canalizaran el petróleo de Bakú, en el Mar Caspio, hacia Novorossik, la presión política estadounidense apuntaló la estrategia de las petroleras de efectuar fuertes inversiones en la región a cambio de una casi nula fiscalidad y garantías de repatriación de beneficios (la IED en Azerbaiján fue en los ’90 de unos 500 dólares anuales por habitante; la IED en Rusia, de 85 –según datos del Banco Mundial del año 2000. Como resultado, se construyeron otros oleoductos desde el Caspio con destino al Mar Negro, alienando a Rusia del control de estos recursos. En 2001, finalmente, el gobierno de Putin se sumaría a la causa “antiterrorista” de la administración Bush a cambio de una virtual “carta blanca” para sus operaciones en Chechenia. 

Sin embargo, el visto bueno de Washington no implica que los capitales hayan renunciado al uso de la fuerza para contrarrestar la presencia rusa. Existen al menos cinco grupos armados operando a nivel nacional, con distintos grados de radicalización. Todos apelan al Islam en contra del “ateísmo” ruso, pero las investigaciones sobre sus fuentes de financiamiento revelan conexiones no sólo con la red Al-Qaeda, sino también con algunos “oligarcas rusos”, con miembros de la FSB (ex KGB) y con “intereses ligados a la explotación salvaje del petróleo de la pequeña república.” (LF 28/8).

Medio Oriente: el conflicto no puede más que profundizarse

Teniendo en cuenta que se encuentran en juego las mayores reservas de gas y petróleo del mundo, el descalabro en la región se incrementará. La apuesta se redobla con cada medida de ambas fracciones de la burguesía, que alcanza un grado de alianza muy elevado evidenciado por las fracturas que ambas pueden contener en su seno. Lo que se manifiesta como un conflicto entre Occidente y el Islam, en rigor contiene intereses con un alto grado de oposición en cada bando, que en el caso de que alguno de ellos triunfe puede desatar poderosas tendencias centrífugas que desintegren aún más el objeto en disputa. Las tendencias a la desintegración territorial y al desastre están contenidas por un conflicto en las alturas. Y desde allí pueden provenir: “El ministro de defensa iraní, Vicealmirante Ali Shamkhani, advirtió que Irán podría lanzar ataques preventivos para evitar uno contra sus instalaciones nucleares [...] han circulado versiones en la región que Israel podría atacar las instalaciones nucleares iraníes, como lo hizo en 1981 contra la planta nuclear iraquí de Ozirak.” (WP 20/8).

América Latina

Finalmente se llevó a cabo el referéndum revocatorio en Venezuela que definía la permanencia o la salida del presidente Hugo Chávez en el poder. El amplio triunfo de Chávez -en las elecciones el "NO" sacó el 59%- terminó por sostener al único gobierno sudamericano que mantiene un claro enfrentamiento no sólo con los grandes grupos locales empresariales, y demás agentes, -como ser, parte de la iglesia, la burocracia sindical y los medios de comunicación- sino también con la política económica impulsada por el gobierno de EE.UU. y los organismos de crédito internacional hacia América Latina. Es por ello que la importancia de este triunfo no sólo es a escala local (estrictamente venezolano) sino en el ámbito latinoamericano.

Por su parte, las pelea por los mercados y las disputas entre los principales países del MERCOSUR llevó a la implantación de un tribunal que actúe en las disputas regionales (teniendo mayor importancia que los órganos jurídicos nacionales), tanto entre empresarios, como entre los gobiernos; el objetivo del mismo es establecer reglas claras para todos los que tengan intereses económicos en la región.

Coyuntura Política

Triunfo de Chávez en el referéndum

El domingo 15 de agosto se llevó a cabo el referéndum que definía la continuidad de Hugo Chávez en la presidencia de Venezuela.

La definición del mismo, tuvo impacto a nivel regional y mundial, debido a la posición de Venezuela como primer productor latinoamericano de petróleo y uno de los principales abastecedores del mercado norteamericano (entre el 12% y el 15% del crudo que importa EE.UU. proviene del país sudamericano).

A esta importancia económica se le suma otra, de igual importancia, que es la política, ya que, como afirmamos en la introducción, es uno de los pocos países que enfrentó la hegemonía norteamericana y las políticas neoliberales en estos años (a excepción de Cuba). Es por ello que el referéndum trascendió el marco nacional e impactó en los protagonistas a nivel regional.

Enemigo declarado de Chávez, el mismo país que calificó al golpe de estado de abril de 2002, como una “alteración del orden institucional” (en palabras del Departamento de Estado), EEUU nunca dejó de manifestarse a favor de un triunfo de la oposición: “’Y si gana Chávez, ¿qué podemos hacer? ¡No vamos a mandar marines. No vamos a crear un embargo contra Venezuela! Tenemos que contar con otras opciones y eso es lo que pone al gobierno de Bush tan ansioso’, dijo el Joseph Tulchin, director para América Latina del Centro Woodrow Wilson.” (C, 11/8). El mismo día, el analista petrolero Wayne Andrews: “Si Chávez prevalece en el referendo, Venezuela seguirá siendo una zona roja en los próximos años.” (LN/WSJ, 11/8). Y también, se anticipaba que “Independientemente de si se impone el SI o NO, el referendo no promete aliviar la confrontación política.” (WSJ, 11/8). 

Respondiendo las críticas del extranjero y de EE.UU., y transciendo la pelea a nivel local, Chávez afirmó que “El verdadero enemigo es Bush, que es la peor amenaza del mundo, y será derrotado el domingo [la fecha del referéndum].” (C, 13/8). Días después del referéndum (analizado más abajo) EE.UU. recién reconocía la derrota de la oposición, ya que afirmaba que tenía que darse un lugar a las acusaciones de fraude por parte el gobierno, hechas por la Coordinadora Democrática (CD). Luego de que todos los presidentes latinoamericanos dieran su apoyo y respaldo a la consulta, aceptando los resultados y felicitando a Chávez por la diferencia obtenida, EE.UU. se vio obligado a aceptar el referéndum, sin el entusiasmo y las felicitaciones de aquellos. (LN 18/8). 

Pero el referéndum también se jugó para los presidentes de los países sudamericanos. No hay dudas que la entrada de Venezuela al MERCOSUR como estado asociado, y el apoyo de los presidentes Lula y Kirchner, fueron un apoyo implícito de los países de la región al proceso encabezado por Chávez, que a su vez sirvió para despejar la idea de una Venezuela aislada y sin contactos con los presidentes de la región. Los acuerdos con Argentina, el intercambio de productos, de contenidos televisivos y de energía, fueron también elementos constitutivos de la estrategia chavista. No por ello es casualidad la propaganda de los últimos días en la que se mostraba a Chávez con Kirchner y Lula en los afiches pegados en Caracas. A su vez, el presidente de la Comisión de Representantes Permanentes del MERCOCUR, el ex presidente de Argentina Eduardo Duhalde, declaró que “Estamos muy esperanzados [en el MERCOSUR] en que este proceso se mantenga dentro de los cánones constitucionales que estuvieron en serio riesgo en 2002 con el golpe de estado.” (LN 16/8). Está claro que, a poco de que Venezuela haya entrado al MERCOSUR, a pesar de las diferencias de caminos de quiénes lo integran, el proceso electoral que ratifica y consolida a Chávez en su país ayuda a solidificar la pelea regional que viene desarrollando este bloque.  

Los números de la jornada 

En la dirección que pronosticaban las últimas encuestas antes del plebiscito, tanto las del gobierno como de consultoras estadounidenses (ver Análisis anterior), los resultados arrojaron una cómoda victoria para el presidente Chávez, es decir, el “NO” a la revocatoria del mandato presidencial. Veamos cómo se desarrolló la contienda electoral del 15/08. El Consejo Nacional Electoral (CNE) de Venezuela dio a conocer los resultados definitivos del referendo revocatorio: 5.619.954 votos obtuvo el “NO”, es decir, el rechazo a revocar el mandato del actual presidente Chávez; contra 3.872.951 votos del “SI”, que apoyaban la revocatoria del primer mandatario, promovida por la CD. En porcentajes, el “NO” obtuvo el 59,6 % de los votos, contra un 40,94 % del “SI”. Estos resultados son los últimos que arrojó el (CNE) a fines del mes de agosto. Si bien la CD siguió oponiéndose al triunfo del “NO” a través de denuncias de fraude, por el momento ninguna de las mismas tuvo sustento real, y el triunfo de “NO” fue avalado tanto por la CNE como así también por los “observadores internacionales”, entre ellos la OEA (con César Gaviria como su cara visible) y el Centro Carter. En palabras de Gaviria: “No estamos diciendo categóricamente que no hubo fraude, lo que estamos diciendo es que no lo hemos encontrado [...] Con los controles que hemos hecho estamos tranquilos y los resultados que anunció el Consejo Nacional Electoral son compatibles con nuestros propios chequeos.” (LN 22/8).  

A nivel federal, el chavismo venció en los 23 distritos y en el distrito capital, siendo la primera vez -desde las presidenciales del año ‘98, pasando por las constituyentes del ’99 y las presidenciales del 2000- que se obtiene un triunfo tan pronunciado. En distritos donde el gobierno los daba perdidos –aunque sea por escasas diferencias– el gobierno se llevó, si bien ajustada, una victoria por vez primera: en Mérida 50,6 % a 49,1 %; en Táchira 50,1 % a 49,1 % (4000 votos); en Nueva Esparta 50 % a 49,99 % (26 votos). De todas formas, es de destacar el triunfo en el Gran Caracas (uno de los dos subestados en que se divide el distrito federal; en el otro ganó Chávez, y en la sumatoria general de votos obtuvo la victoria del distrito federal, tal como anticipamos algunas líneas arriba) con un 51,3 % -contra un 48,7 %- a favor de Chávez. Es de destacar que éste es el distrito federal, que incluye Caracas y el Gran Caracas, es el de mayor cantidad de población del país (4 millones). También es de destacar que el gobierno controla solamente 11de los 23 distritos a través de gobernaciones, y que en el mes de septiembre hay elecciones locales en todo el país (recordemos que en muchos de los distritos gobernados por la oposición, la misma también tiene la mayoría de las intendencias, es decir, los poderes locales) a las que el chavismo apunta como medio para consolidar de forma definitiva el partido político que aglutine los diversos y heterogéneos apoyos con que cuenta el presidente. Por el contrario, la oposición salió bastante debilitada del referendo y, además de desconocer los resultados, a pocos días del mismo anunciaron su no participación para los comicios de septiembre (LN 19/8), postura que desmintieron tiempo después llamando a participar en las próximas elecciones para “desenmascarar a los abstencionistas”, y subrayando la necesidad de “no dejar guindando a compatriotas que necesitan ser representados por sus dirigentes y no pueden ser dejados a la deriva en municipios y gobernaciones.” (Estas declaraciones fueron hechas la diario El Universal, vocero de la CD). Parecería ser que la oposición va a pelear hasta último momento y, justamente, no va a intentar perder los poderes locales con los que cuenta, no menos importantes a la hora de desarrollar una política –y un proyecto de país– para presentarle –e imponerle– al conjunto de la sociedad. 

Dentro de la ley 

Ante este cuadro divisorio dentro de la esfera de las relaciones políticas, y la versión de una posible guerra civil o al menos un enfrentamiento violento (tal como lo pregona el ex presidente Carlos Andrés Perez desde Estados Unidos, quien llamó una vez más a sacar a Chávez del poder por la fuerza), el presidente llamó a relativizar dicha situación: “en Venezuela no hay una guerra civil, si fuera así, ya hace tiempo que estaríamos en guerra [...] lo que demuestra que no hay dos bloques irreconciliables [...] lo importante es que expresen [la oposición] su concepto como lo hicieron y reconozcan el resultado aceptando la decisión de la mayoría [...] llamo a todos a empresarios y trabajadores, a ricos y pobres, a trabajar juntos.” (LN 18/8). Es decir, todo dentro de las leyes, dentro de las instituciones, que el mismo proyecto chavista reformó y está haciendo uso de ellas. Ahora bien, tampoco ahorró palabras para esconder la sus críticas a los sectores de la CD que no reconocían la victoria: “Este pequeño grupo que grita fraude se está quedando solo. Están quedándose solos en el desierto”, (LN 22/8).

El referendo revocatorio de agosto fue una contienda donde se midieron dos proyectos de país. En la misma se han enfrentado dos alianzas sociales que quieren tener el control del gobierno del Estado. Se ha consolidado el dominio de una de las alianzas, la que gobierna el Estado desde hace 6 años, conducida por Chávez. En momentos en que se cristalizan los resultados políticos –si bien la pelea es permanente y nunca está terminada– el gobierno encabezado por Chávez continúa con su proyecto de integrar a todos los sectores sociales a la vida política, civil, y, claro está, de garantizarles el sustento básico. En un contexto de recuperación de la economía luego de la crisis de 2002 –y con la ayuda de las exportaciones petroleras– aquel sigue lanzando programas sociales conocidos como “misiones”, y tiene flamante creación el ministerio de Alimentación, así como un nuevo y ambicioso plan de obras públicas. Así las cosas, el presente para Chávez consiste en profundizar la realización de su proyecto político para poder seguir traduciéndolo, a través de las leyes, en legitimidad política. Contra todo esto se tiene que enfrentar la desarticulada oposición luego del referéndum, además de los efectos de la derrota política. En los próximos meses –contienda electoral de septiembre de por medio– quedará claro si el proyecto chavista tiene la posibilidad de seguir desarrollándose o si, por el contrario, las fuerzas sociales que se le oponen, pueden provocar una vuelta atrás. Esta última no parece ser la tendencia.  

Tribunal Permanente del MERCOSUR: las diferencias económicas se dirimen en las relaciones políticas.

Tal como venimos anunciando  -sobre todo en el último número del Análisis de Coyuntura- la pelea por los mercados entre los integrantes del MERCOSUR (Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay; más los estados asociados: Chile, Bolivia, Perú y Venezuela), y sobre todo entre los dos primeros que a su vez son los más grandes, precipitó a los principales responsables del bloque a apurar la conformación del Tribunal Permanente de Revisión (TPR) del MERCOSUR, organismo jurídico de segunda instancia, que tiene como fin resolver de manera definitiva los conflictos surgidos entre los miembros integrantes. 

En síntesis, este organismo tiene como meta resolver en el plano jurídico político las contradicciones que emergen del terreno económico, más teniendo en cuenta que el MERCOSUR no tiene legislación común en materia aduanera o en cuestiones como medidas antidumping. El TPR estará integrado por cuatro juristas, uno por cada país, correspondientes a los socios fundadores, más un quinto, que actuará en caso de empate en las decisiones; este último lo ocupa el paraguayo Moreno Ruffinelli.

Si bien el tribunal fue impulsado por Argentina, en el denominado Protocolo de Olivos, finalmente Brasil fue el que le dio una mayor importancia, principalmente por lo que sucedió en los últimos meses, ante el freno en la entrada de sus productos en el mercado argentino; y para que no haya críticas a la política económica llevada a cabo por el gobierno de Lula; o pero aún, que debido al grado de conflictividad entre los socios del bloque se dificulte la reproducción de sus ganancias e intereses. Por esto, este TPR es crucial a la hora de establecer en forma clara e indiscutible las reglas del juego. 

En este tono lo expresaron los máximos representantes del bloque. El mandatario paraguayo, Nicanor Duarte, afirmó que el nuevo organismo será "una institución muy importante, crucial para resolver los conflictos que diariamente tenemos, ya sea por política aduanera, decisiones unilaterales que traban el comercio o el desarrollo de la economía que perjudica el paso de las mercaderías." (Argenpress.com, 13/8); por su parte, Lula, presidente de Brasil, agregó: "Esto tiene un simbolismo especial, le da al MERCOSUR una personalidad nueva. Necesitamos reglas claras y transparentes que reflejen nuestra voluntad política, y eso debe manifestarse en la ley y en la justicia." (14/8 LN). 

Hasta este momento, cuando surgía alguna controversia los tribunales locales (denominados Tribunales Ad Hoc), es decir, de cada país, reglamentaban la política a seguir para esa ocasión, tal como hizo Argentina al restringir la entrada de lavarropas en el mes de julio. El nuevo tribunal tiene como objetivo juzgar los recursos de revisión de los Tribunales Ad Hoc presentados por los Estados Partes: “Los árbitros, que deben estar disponibles para actuar cuando sean convocados, emitirán así un laudo definitivo que podrá confirmar, modificar o derogar la argumentación jurídica y las decisiones de los Tribunales Ad Hoc. El tribunal también puede actuar como única instancia a criterio de las partes en conflicto, dictar medidas cautelares y de urgencia y evacuar consultas de los Estados.” (LN, 13/8). Según Nicolás Becerra, ex procurador general de la Nación y designado por Kirchner como el árbitro argentino ante este tribunal: “Ahora se unifican los criterios (por el TPR), y se sienta la base de una verdadera corte de justicia; pero para ello hacen falta leyes comunes, es decir, un Parlamento del MERCOSUR.” (14/8, LN). 

Hacia ese parlamento común, en donde se definiría la política del bloque, apuntó también Lula: “para una integración plena y una respuesta a las asimetrías económicas y comerciales existentes necesitamos crear también un Parlamento del MERCOSUR.” (14/8, LN). Parlamento fundamental para aplicar una política económica conjunta del bloque con el objetivo de lograr una plataforma para el gran objetivo, dentro de los marcos del capital, que busca la burguesía latinoamericana, a saber, el ingreso y la penetración a nuevos mercados. Lula nuevamente refleja de manera cabal esta tendencia: “Estamos dando un paso muy importante en la consolidación del MERCOSUR, un órgano que nos abrirá las puertas de ingreso a otros mercados internacionales.” (LN 14/8).

Argentina

En el mes pasado fuimos testigos de un movimiento general de avances y retrocesos que, en términos profundos, dejó las “cosas” en el “mismo lugar”. Esta dinámica de despliegue y repliegue, que mantiene sin resolución los conflictos sociales clave, estuvo contenida en la disputa con los acreedores de deuda externa (tanto los privados como los organismos multilaterales de crédito), en la pelea con las compañías de servicios privatizadas, y en la tensa negociación desarrollada en torno al Consejo del Salario Mínimo. En base a este movimiento, la sensación no es otra que la de un gobierno puramente de transición. La lógica que la fracción de la burguesía cuyo capital se haya más concentrado logra imponer (lógica de “don y contradon”, de ceder y exigir) da como resultado un equilibrio momentáneo difícil de sostenerse en el tiempo. 

Mientras tanto, en la coyuntura política, la disputa de poder entre las facciones duhaldista y kirchnerista permanece latente desde hace aproximadamente dos meses, mediante una tregua acordada entre las partes. Eso no quiere decir que ambas facciones no sigan midiendo sus fuerzas en función de mejorar su posicionamiento en relación a la toma de decisiones políticas. Es por esto que los temas que aparecieron en los medios de comunicación durante el mes de agosto parecieran no reflejar esta disputa, mostrando a la situación política nacional tal vez un tanto confusa. Sin embargo, tras bambalinas, estas problemáticas están atravesadas por la disputa mencionada. Los temas a los que nos referimos, los cuales veremos más en detalle, son la política de seguridad interior, y la contradictoria unidad de la CGT y su relación con las organizaciones de trabajadores desocupados. Por último, observaremos lo que quizás es un nuevo frente abierto desde la casa de gobierno, con relación al papel de las universidades en la sociedad, y la respuesta de éstas.

Pelea por las ganancias

Los siete contra el Fondo

En el marco de las duras negociaciones con los acreedores privados (cuya deuda está en default), el FMI decidió suspender la revisión y aprobación del acuerdo establecido con Argentina. El motivo: la no aplicación de reformas estructurales consideradas clave. La medida permite, por un lado, que el organismo se abstenga de reintegrarle al país los pagos que éste realice con sus propias reservas (de aquí a fin de año los vencimientos totales llegan a 2.727 millones de dólares). Pero, por otro lado y fundamentalmente, la posición del organismo deja sin apoyo internacional a la Argentina en el campo específico de la reestructuración de la deuda con los privados.

Al mismo tiempo, el heterogéneo arco que forma la primera línea del gobierno descargó todo el arsenal verbal anti-Fondo: el Presidente Néstor Kirchner acusó: “Nos cuesta mucho juntar una moneda tras otra como para aceptar caprichos de los organismos que no han estado muy bien con la Argentina.” (LN 12/8); Cristina Fernández de Kirchner subió el tono al decir que el organismo “pretende aplicarnos a nosotros recetas que fronteras adentro no aplican [...] Estados Unidos nunca le ha hecho caso y le ha ido bastante bien.” (C 11/8 y LN 12/8); el canciller Rafael Bielsa agregó en ese sentido que las recetas del Fondo “no representan las necesidades del mundo [...]. Si a nosotros se nos exigen reformas estructurales, dichas reformas tienen que ser para todos.”; también el propio Eduardo Duhalde lanzó sus dardos, oportunamente desde Caracas, ahora contra los EE.UU. al decir que dicho país “nos dio un trato humillante diría yo... para un país que estaba pasando por la peor de sus situaciones históricas.” (LN 15/8). Finalmente, el ministro de Economía, Roberto Lavagna, una vez más apretó en la llaga abierta que separa a los acreedores privados de los organismos multilaterales de crédito, diciendo que “el FMI pasó a convertirse de prestamista de última instancia a acreedor de primera instancia.” (C 11/8). Pero ¿qué expresa este homogéneo embate oral contra el núcleo del capital financiero más concentrado a nivel mundial? 

Como venimos observando en los anteriores Análisis, los capitales locales más concentrados, autodenominados Nueva Burguesía Nacional, intentan recomponer la relación con el FMI y los centros de capital financiero más poderosos (capital del que en última instancia dependen), de manera que el vínculo no implique una confiscación generalizada. Confiscación, si no de ellos, tampoco de la fracción formada por los capitales subordinados, cuya relación de unidad necesitan para mantener la estabilidad del régimen. En este sentido, la Nueva Burguesía Nacional pretende transferir la menor porción posible de la riqueza social producida en el país hacia los acreedores privados (proponiendo una quita del orden del 60% o 70%) y hacia el propio Fondo (manteniendo la cuota de ahorro en un 3% del PBI).

Esta tensión apareció claramente expresada en la voz editorial del grupo económico Clarín, bajo el título “La deuda externa y el difícil punto de equilibrio.” Allí se lee: “la Argentina necesita imperiosamente recomponer su relación con el Fondo y salir del default para recuperar su acceso al mercado internacional de capitales y ganar confianza de los inversores [...] por razones prácticas: el sostenimiento de la recuperación requiere un nivel de inversiones que dentro de poco no podrán satisfacerse sólo con el ahorro interno como sucedió hasta ahora.” El llamado de atención, respecto de la sostenida falta de inversiones, parece confirmar el carácter transitorio del devenir económico del país y de la propia acción del gobierno en ese plano. De todas maneras, la voz citada propone los límites del “difícil punto de equilibrio: Pero el arreglo de la deuda externa no puede hacerse en condiciones que afecten las posibilidades de crecimiento porque [...] si se destina una porción mayor del ingreso público al pago de la deuda externa privada, la economía sufrirá una presión recesiva de consecuencias diversas.” Las consecuencias diversas incluyen “el impacto negativo en los empleos, los ingresos y la situación social.” (C 8/8). Si, como acabamos de leer la Nueva Burguesía Nacional abroga por el interés general (del conjunto de la sociedad), en los hechos realiza su interés particular (de clase). Ante un superávit fiscal -acumulado en los siete primeros meses del año- de 13.488 millones de pesos (C 24/8), los “defensores” del empleo y la situación social no perdieron tiempo en afilarse los dientes. Más clara que el agua fue la propuesta del hombre de la UIA y otrora ministro de Industria, José Ignacio de Mendiguren: “hay que usar el excedente fiscal para invertir en infraestructura e incentivar a la industria.” (LN 28/8).

El gobierno no tardó en responder a la demanda, convirtiendo finalmente en ley el proyecto que desgrava el IVA a la compra de maquinaria en el exterior (C 19/8), y reintegrándole a los productores locales de maquinaria agrícola el 14% de su facturación (C 13/8). 

Como veremos más adelante, la Nueva Burguesía Nacional exigió idénticas medidas de subsidio en el marco del Consejo del Salario Mínimo, para que sea el Estado quien financie, por lo menos en parte, los aumentos salariales. 

Privatizadas: París, retenciones y “fondo solidario”

El aumento en las tarifas de los servicios privatizados y la privatización -aunque sea parcial- de la banca pública son dos de los requisitos fundamentales que el Fondo exige a la Argentina. Las respuestas del gobierno, en este sentido, cuadraron en el estado de transición que caracteriza a su política económica general (lo mismo dijimos recién en torno a la problemática de la deuda externa). 

Dicha transición se expresa en la conflictiva relación que tejen el gobierno y los capitales estrictamente extranjeros. En términos generales, ninguno de los oscuros contratos que garantizan a estos grandes capitales la explotación, circulación y control de recursos clave, fue modificado. Al mismo tiempo, se mantuvo un congelamiento también general de las tarifas. A puntuales aumentos, el gobierno respondió con específicas aplicaciones de retenciones. Este juego de contrastes que, por el momento, puede sostener el difícil punto de equilibrio que menciona el grupo Clarín, expresa una determinada relación de fuerzas a nivel interno, continental y mundial. Por ejemplo, a los para nada intrascendentes casos de reestatización (correo, espacio aéreo satelital) y el proyecto de creación de la petrolera pública Enarsa, se contrapone el mantenimiento de los plazos pautado en los contratos. Ninguno de los contendientes está en condiciones de “patear el tablero”. 

De todas maneras, el mes pasado tres acontecimientos expresaron momentos de conflicto entre el gobierno y las privatizadas, lo cual nos conduce a imaginar la fragilidad del equilibrio a partir del grado de conflicto. 

Con un precio internacional del petróleo rozando los 50 dólares el barril, las compañías petroleras que operan en el país elevaron los precios de sus naftas. Así abandonaron el compromiso adquirido con el gobierno, cuya cláusula fundamental establecía la inmovilidad de los valores internos. La respuesta del personal político fue inmediata: aumentó entre 3 y 20 puntos porcentuales las retenciones aplicadas a las exportaciones de petróleo (C 5/8). Anticipándose a nuevos aumentos, la medida impositiva fue acompañada por el verbo acusatorio del Presidente Néstor Kirchner quien denunció ante el canciller brasileño, Celso Amorin, a Petrobras por la “irresponsable” actitud “en la liquidación de stocks sin hacer inversiones” y por su “nulo liderazgo en la tarea de ampliar la red de transporte de gas del sur.” (C 10/8). Pocos días después, el Presidente coronó las presiones orales, esta vez contra Repsol: “Queremos que inviertan. Un grupo petrolero me decía: ‘invertimos en 13 pozos el año pasado, cuando el grupo obtiene la mitad de su rentabilidad en la Argentina.’ Miren si el país manejara la ecuación energética y tuviéramos una participación activa de la explotación petrolera. Estaríamos manejando miles de millones de pesos que serían una fuerte polea de crecimiento para la Argentina.”(LN 12/8). El peso real de la declaración está en el proyecto (en marcha) denominado Enarsa: la petrolera fundamentalmente estatal, presumiblemente asociada a la venezolana Pedevesa y a Petrobras.

En segundo lugar, se desarrolló en un verdadero clima de hostilidad -al decir de los medios- el juicio que la norteamericana CMS (accionista de la transportadora de gas privatizada TGN) cargó contra el Estado argentino. En rigor, CMS reclama una indemnización de 261 millones de dólares por la pesificación de las tarifas luego de la devaluación. El proceso llevado a cabo en el tribunal del Banco Mundial (el CIADI), ubicado en París, “es el primero de 32 demandas hechas por empresas privatizadas que deberá enfrentar el país en ese marco, mientras otros 30 están empezando a ser gestionados.” (C 20/8). Ante esta catarata de juicios por venir, el gobierno devolvió el disparo, por un lado, alegando que la empresa norteamericana se financió en base al sobreendeudamiento, y por otro, acusando directamente al mismísimo tribunal del Banco Mundial por falta de independencia puesto que la privatizada demandante es deudora del organismo. (C 21/8). 

Finalmente, el gobierno anunció un proyecto de ley que, entre otras cosas, prohibe a las privatizadas cortar los suministros a aquellos hogares pobres devenidos “deudores incobrables”. El costo de los servicios impagos queda a cargo del Estado, del resto de los usuarios (que deberán soportar un 2% de aumento tarifario) y de las propias compañías privatizadas. La creación de este fondo solidario, materializado a partir de los aportes del trío recién mencionado, bastó para cerrar la redonda oposición de todas las compañías de servicios. Desde una de las eléctricas se oyó decir “¿por qué las empresas deben ser responsables del tema solidario?” (LN 26/8). 

Así, la manzana de la discordia que es el fondo solidario se entiende en el contexto más amplio de una política de mínima redistribución del ingreso a nivel interno. Ésta tampoco supera la instancia transitoria que caracteriza al gobierno. Al mismo tiempo, se mantiene el aparente punto de equilibrio como trágica expresión de la momentánea irresolución de los conflictos. 

Salario mínimo: la lógica del don y contra-don es igual a cero

En términos amplios, podemos afirmar que todas las fracciones de la burguesía apoyan la aplicación de políticas de flexibilización laboral, cuyo contenido no es otro que el aumento de la explotación de los trabajadores. Así quedó demostrado en la historia más reciente cuando el arco completo del capital presionó, propagandizó y finalmente pagó por la sanción de la ley de flexibilización. Todavía se escuchan reclamos desde las organizaciones empresariales en esa dirección. Sin embargo, la Nueva Burguesía Nacional requiere la unidad de las fracciones del capital subordinado y el apoyo (alianza) de fracciones de la clase obrera y de sectores sociales diversos, tanto para resistir los avances confiscatorios de los centros del capital financiero, como para garantizar a nivel interno un orden que permita reproducir de manera ampliada la acumulación de capital. La presión de los acreedores internacionales (organismos multilaterales o privados) y la frágil situación social (cuyo marco es regional) se agravan con el desarrollo de la crisis. Por esto, aunque a regañadientes, las distintas alianzas sociales que la dirección del capital necesariamente teje supone la cesión de beneficios (dentro de los marcos de la reproducción del capital). 

De esta manera, el mes pasado asistimos a la formulación del proyecto del fondo solidario (mencionado más arriba) y a las aplicaciones de aumentos en las jubilaciones (menores a mil pesos) y en el salario mínimo. Tomemos este último caso –que aún se encuentra en negociación– como ejemplo de las afirmaciones que venimos sosteniendo. 

En el marco de la convocatoria del Consejo del Salario Mínimo, integrado por los representantes de las centrales sindicales de trabajadores, el gobierno y las organizaciones del capital, estas últimas comenzaron a presionar desde la lógica de la flexibilización para que los acuerdos salariales se negocien de manera fragmentada, a nivel del sector o de la empresa. Así, Carlos de la Vega, de la Cámara Argentina de Comercio, señaló que los aumentos “deberían negociarse en el marco de las convenciones colectivas de trabajo, porque los sectores económicos tienen distinto comportamiento [...] no todos los rubros han crecido de esa manera y por eso hay que establecer diferenciaciones.” El mismo argumento expuso Daniel Funes de Rioja, desde la conducción de la UIA, amparándose en que un aumento generalizado que no repare en la frágil situación de las pymes y de las economías regionales “puede empujarlas más a la informalidad o directamente a la no actividad.” (C 12/8). La única tribuna desde la cual se defenestró abiertamente toda posibilidad de mejora salarial fue el diario La Nación. Fuertemente vinculado a los grandes propietarios de tierras, productores agroganaderos y exportadores, en un editorial del mes de julio sentencian: “puede conjeturarse que los recientes incrementos en el salario mínimo vital y móvil han sido contraproducentes, puesto que llevaron a muchos empleadores a la informalidad.” Como vimos más arriba, la clase dominante (y sus diferentes fracciones) son capaces de presentar su interés particular (de clase y de fracción) como general (de la sociedad en su conjunto). Para el diario de los Mitre, los aumentos en el salario perjudican a toda la sociedad porque causan la ilegalidad de una patronal que, en el marco de la crisis, no sólo no aplica las subas sino que convierte el trabajo registrado en trabajo “en negro”. La solución universal sería: “una reducción de los impuestos al trabajo [...] la negociación colectiva por empresa [...] y un régimen más flexible y moderno de relaciones laborales que incentive la contratación de trabajadores y elimine las rigideces que sólo conducen a una tasa cada vez mayor de empleo en negro.” (LN 14/7).

Como venimos observando en anteriores Análisis, es cierto que la tasa del trabajo “en negro” sigue una tendencia ascendente imparable. Pero esto justamente habiéndose aplicado la flexibilización laboral como la norma laboral. 

El contraste llegó de boca del ministro de Trabajo Carlos Tomada, quien afirmó en el contexto del Consejo que “los salarios en Argentina están retrasados”, al tiempo que respondía a la dirección del capital: “Lo que hay es una idea ideológica respecto de que es mejor descentralizar todos, por empresas, por regiones, por provincias, por oficios y hasta hay algún sector empleador que pretende la negociación individual, sin sindicatos.” (C 22/8). 

Finalmente, en medio de los cruces verbales, el piso proyectado como “salario mínimo”, que fue pasando de los 400 a los 450 pesos, fue aceptado por la dirigencia empresarial. Aunque al mismo tiempo, y como conclusión del acuerdo (transitorio), le exija una vez más al gobierno la aplicación de una serie de subsidios o beneficios impositivos. (C 31/8). El recurso, lejos de agotarse, le es totalmente funcional a una clase dominante que, mientras apura sus negocios, le entrega públicamente a los trabajadores sobre la mesa de concertación lo mismo que les quita luego por debajo de la misma y solapadamente. 

Coyuntura política

Seguridad interior: secuestros y piqueteros

El problema de la inseguridad viene siendo, desde hace tiempo, el tema local al que los medios de comunicación masiva le dedican, sin lugar a dudas, mayor cantidad de espacio. Sobre todo, a raíz de la difusión de casos de secuestros, en su mayor parte de empresarios o familiares de los mismos, el tema fue creciendo en importancia en la opinión pública. Tal vez su momento de mayor esplendor mediático y resonancia social fue alcanzado cuando el empresario textil Juan Carlos Blumberg, tras el secuestro y asesinato de su hijo, organizó un petitorio exigiendo principalmente mayor presencia policial y agravamiento en las penas. Dicho petitorio fue entregado a legisladores en una masiva movilización al Congreso. Luego de dicha movilización, Blumberg organizó una segunda con similares reclamos al palacio de Tribunales, y, finalmente, el 26 de agosto realizó una tercer convocatoria, nuevamente al Congreso. Sin embargo, la característica de las tres movilizaciones fue cambiando a medida que el discurso del empresario textil fue acercándose cada vez más a políticas de “mano dura”. Estos cambios se notaron en las movilizaciones. En la realizada en el mes que estamos analizando, hasta el propio diario La Nación pareció querer tomar distancia de Blumberg, enfatizando en reiteradas oportunidades que en esta oportunidad se había perdido de heterogeneidad social y que la convocatoria sólo había atraído a sectores de “clase media alta y alta.” (LN 27/08). 

Pero esto sólo fue el resultado de un proceso que comenzó casi de inmediato en la carrera mediática de Blumberg. Los primeros en tomar distancia del empresario fueron los integrantes de la organización “Madres del dolor”, que agrupa a familiares de víctimas del gatillo fácil y de la delincuencia. Hace meses que esta organización se distanció de Blumberg, entre otras cosas por considerarlo “individualista”. Sin embargo, el matutino La Nación recién publicó esta información un día antes de la movilización, es decir, el día 25 de agosto, en otra muestra de distanciamiento respecto del empresario textil.

Finalmente, en la movilización Blumberg atacó principalmente al gobierno de la provincia de Buenos Aires, recriminándole no hacer nada en materia de seguridad y presentando un nuevo petitorio. Ante esto, quien le respondió fue el propio ministro de Seguridad bonaerense León Arslanian, planteando que muchas de las cosas exigidas ya fueron realizadas: “Blumberg dice por qué no se hace tal cosa o tal otra, pero si eso ya está hecho. Entonces, francamente, uno queda como un pelotudo que está esperando que él diga qué es lo que hay que hacer.” (LN 28/08). A su vez, el propio Arslanian planteó al día siguiente que Blumberg no ataca al gobierno nacional porque éste le financia su campaña. Más allá de la seriedad o no de las acusaciones, lo cierto es que tras cada tema que estalla en la coyuntura, pareciera asomarse la disputa entre duhaldismo y kirchnerismo, la cual permanece latente tras la tregua acordada hace dos meses.

Y las diferencias entre ambas facciones también se manifiestan en las políticas aplicadas. Una muestra de ello lo tenemos en los ejemplos a nivel internacional seguidos por cada parte. Mientras el gobierno de Kirchner intenta, en materia económica y política, apoyarse en su par venezolano, el gobierno bonaerense, al menos en seguridad, busca como ejemplo al gobierno colombiano, dos extremos totalmente opuestos en la región. En este sentido, el gobierno de Solá firmó un acuerdo con autoridades de Colombia para entrenamiento policial en materia de secuestros. Ante esto, el vicepresidente colombiano, Santos Calderón, señaló: “Una clave es no tener miedo al uso legítimo de la violencia del Estado, porque para eso está. Hay que tomar medidas legislativas y ser consecuente con ellas” (C 5/8).

Otra sombra de estas diferencias que se dibujó durante agosto, se refiere a la política aplicada en torno a las movilizaciones de las organizaciones “piqueteras”. Mientras desde el kirchnerismo se insiste con la política de no represión, el hombre del duhaldismo dentro del gabinete nacional, el ministro del Interior Aníbal Fernández, embistió contra los piqueteros amenazando con encarcelar a los dirigentes si continúan realizando movilizaciones. (C 20/08).

CGT: cuanto más “unidad”, más diferencias

Como vimos durante el mes de julio, tras duras negociaciones se terminó acordando la unidad de la CGT con la conducción del triunvirato Moyano (CGT rebelde), Rueda (CGT oficial), y Lingieri.

Pero este intento de unidad no pudo ocultar, ni por un momento, las fuertes diferencias de proyecto políticos existentes detrás de cada dirigente. En orden cronológico, durante el mes de agosto, la primer diferencia se hizo explícita en torno a un encuentro de Moyano con Raúl Castells, líder del MIJD. Aun antes del encuentro, la ex menemista Susana Rueda hizo manifiesta su oposición a que la CGT se reúna con el líder piquetero, señalando: “Estamos trabajando con ideas y propuestas, no con destrucción ni con caras encapuchadas ni con la destrucción de la propiedad de los argentinos.” (C 10/8). La respuesta de Moyano fue contundente: “no debemos ocultar a los desocupados bajo la alfombra.” (C 12/8).

Más allá de las intenciones de cada sector respecto a este encuentro, lo cierto es que nuevamente volvió a aparecer el fantasma de la disputa entre kirchnerismo y duhaldismo. Según el matutino Clarín “Castells y Moyano, a través de Barrionuevo, son la punta de lanza del duhaldismo.” (C 11/8). En este sentido, no debería sorprender tanto a Moyano la actitud del gobierno nacional de anunciar un aumento para los jubilados sin avisarle: “’Prometieron que nos harían participar’, dijo Moyano.” (C 10/8).

El otro foco de conflicto en el que aparece involucrada la disputa entre duhaldismo y kirchnerismo, y que también tiene como uno de los protagonistas a la CGT unificada, gira en torno a la participación sindical en el Consejo Nacional del Salario Mínimo Vital y Móvil, convocado desde el gobierno, en el que negocian empresarios y sindicalistas. Allí, sólo debería tener representación gremial la CGT, ya que es la única central obrera reconocida oficialmente, es decir, con personería gremial. Sin embargo, desde el gobierno, se presionó para que ésta le ceda tres lugares a la Central de Trabajadores Argentinos (CTA), liderada por Víctor de Gennaro. Esta central mantiene una relación más fluida con el kirchnerismo, por lo que esta disputa entre CTA y CGT por los lugares a ocupar estaría reproduciendo la pelea con el duhaldismo, si seguimos el análisis que vincula a Moyano con esta facción.

Universidad: entre la educación y el presupuesto 

El otro tema que tuvo repercusión mediática durante el mes de agosto es el referido a la educación universitaria. En este sentido, desde hace décadas que el problema pareciera girar, según todos los sectores involucrados, en torno a un problema presupuestario. Así, los reclamos de las últimas décadas tanto del movimiento estudiantil como de los sectores docentes y hasta de las propias autoridades universitarias, focalizan el problema de las universidades en el presupuesto educativo: si los incrementos de presupuesto acompañan o no el incremento de la matrícula, si esto se mejora con una política restrictiva en cuanto al cupo de ingreso, si debe privatizarse la enseñanza universitaria, etc.

Sin embargo, desde la llegada al gobierno de Kirchner el eje pareciera estar cambiándose, aunque aún no se logra ubicar claramente uno nuevo. Esto provocaría que el problema presupuestario pasase a un segundo plano. Para ello, lo primero que se realizó desde el Ejecutivo fue neutralizar los posibles reclamos, poniéndose al día con lo adeudado a las universidades por la Nación. “A comienzos de este año, el Estado se puso al día con las universidades nacionales: completó el pago de los casi $1.960 millones previstos para 2003 y saldó la deuda que mantenía con ellas de años anteriores, tras cinco años de subejecuciones. También elevó el presupuesto 2004 a algo más de $2000 millones.” (LN 22/08).

Con este tema en el congelador, el ministerio de Educación elaboró un documento en el que se establece una política para las 39 universidades públicas del país, a las que asisten casi un millón de estudiantes. “’La Universidad no puede permanecer distraída en sus cuestiones corporativas frente a la profunda interpelación que la sociedad le hace en esta hora decisiva’, dice un documento elaborado por la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU). [...] En la propuesta oficial se establecen cuatro líneas de acción para las universidades: explicitar la función social que cumplen, desarrollar ciclos generales de conocimientos básicos para el inicio de las carreras, mejorar las carreras de ingeniería y duplicar en cuatro años las dedicaciones exclusivas de los docentes. [...] ‘La propia gravedad de la situación estructural exige que los universitarios se impongan la actitud de repensar su razón de ser y actualizar su función social, justificando ante la sociedad el dinero que en ella se invierte’, afirma el documento [...]. Las autoridades nacionales se pronuncian explícitamente contra las restricciones en el ingreso. Afirman, por el contrario, que ‘masificación y excelencia académica deben volverse compatibles, dado que la ampliación de la matrícula universitaria debe ser una meta de toda la sociedad moderna y eficiente.’ [...] Según las líneas de acción previstas, se les pedirá a las universidades que determinen cuál es su función social, según su contexto, las demandas de los sectores sociales y económicos a los que responden y sus prioridades.” (LN 22/08).

Este documento fue presentado ante los rectores de las universidades el jueves 26 de agosto. Ese mismo día, es decir, aun antes del encuentro, el diario La Nación publicaba la información de que la UBA, cuyo rector no fue a dicha reunión, le reclamaba al Estado la triplicación del presupuesto, emparejando su reclamo al de los sectores del movimiento estudiantil más “duros”, que piden esto desde hace años. Mas allá de esta coincidencia, lo cierto es que las autoridades de la UBA, lejos de salir a discutir una política educativa en el marco de un proyecto de país, ejercen la presión corporativa en torno al problema presupuestario.

Si bien el tema aún no es claro y está lejos de su resolución, un dato más nos ayudará a empezar a ubicar a los diferentes actores. El matutino La Nación, diario que se dedica sistemáticamente a atacar a la universidad pública y aprovecha cualquier disputa política en torno a la misma para sentar posición respecto a la necesidad de restricciones en el ingreso de alumnos y solucionar el problema presupuestario convirtiéndola en un servicio pago, en su principal columna editorial del día 27 de agosto, pareciera intentar defenderla ante la embestida del gobierno. Según el matutino de la familia Mitre, en el documento elaborado por la SPU, “puede apreciarse un tono que contiene una cuota de soberbia y otra de agravio, pues implica suponer que la Universidad vive o ha vivido al margen de [lo] que el país le reclama.” Sin embargo, lo que más parece escandalizar a los editores del diario es que en el mencionado documento se pide a las universidades que definan a qué intereses representan, en función de las diferentes problemáticas sociales. El editorial señala: “Cuando el documento entra en el terreno de las precisiones, aparecen reclamos insólitos, como el pedido de que las universidades determinen las ‘demandas de los sectores sociales y económicos a los que responden y sus prioridades.’” (LN 27/08).

En esta defensa, se utiliza la misma herramienta que desde la universidad también se utiliza ante cualquier embestida externa: la autonomía universitaria. La misma señala que la universidad se autogobierna, y que no debe existir injerencia externa en sus decisiones. El debate que parece estar llegando es el de si eso implicaría que el conjunto de la sociedad no puede ni debe discutir que política educativa se quiere dar, incluyendo por supuesto las instancias universitarias.

Conflicto social

Los principales acontecimientos registrados en el mes de agosto fueron: 19 jornadas de bloqueo y/u ocupación de edificios privados (empresas) o boleterías, de entre los cuales destacamos la toma de una planta textil de GATIC, cuyos trabajadores reclamaban la cooperativización del lugar, y los 15 días de toma de la planta petrolera Terminales Marítimas Patagónicas, ubicada en Caleta Olivia, por parte de los trabajadores de la misma, actualmente desocupados–; 7 concentraciones frente a edificios públicos y comisarías; 5 jornadas de marchas y actos –destacamos la protesta de trabajadores docentes llevada a cabo en San Luis, repudiando la destrucción de la carpa y el procesamiento de cuatro maestros, la cual terminó en represión policial; 4 jornadas de cortes de ruta, calles, autopistas, puentes –entre las que sobresale la del día 13 por haber tenido expresión en más de diez provincias, como por ejemplo en Jujuy, donde fueron cortadas once rutas; 3 huelgas parciales; 1 jornada de acampe en Plaza de Mayo; 1 jornada de ocupación de edificios públicos. 

Las organizaciones y agrupamientos que protagonizaron las jornadas fueron: el MIJD (6); MTD Aníbal Verón (6); CCC (5); Bloque Piquetero (4); Movimiento Teresa Rodríguez (3); CTD Aníbal Verón (2); Frente de Trabajadores Combativos (2); Movimiento de Unidad Popular 20 de Diciembre (2); Finalmente, el Polo Obrero; MST– Teresa Vive; Central de Trabajadores Argentinos (CTA); CUBA; Frente de Trabajadores Combativos; Movimiento Popular 29 de Mayo; Trabajadores de Luz y Fuerza; trabajadores docentes; trabajadores camioneros; estudiantes universitarios; vendedores ambulantes; trabajadores de hospitales públicos porteños (1).

Entre las principales demandas y consignas observamos: trabajo genuino (8); libertad y desprocesamiento de manifestantes y/o militantes –entre los cuales se halla el dirigente piquetero Raúl Castells– (6); aumento en el monto y/o cantidad de los planes sociales (4); mejora salarial (3); asistencia social (3); jornada laboral de seis horas o reducción de la misma (2); apoyo al Presidente de Venezuela Hugo Chávez (2); estatizaciones (1); rechazo a la ley de responsabilidad fiscal y/o de coparticipación federal (1); solidaridad con los trabajadores desocupados de Caleta Olivia (1); rechazo a remates de vivienda (1); cumplimiento de legislación laboral (1). 

�
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� “downstream (literalmente aguas abajo), es decir, las fases de refinación, transporte y comercialización” Análisis N° 49, p. 4.


� En noviembre de 2001, la OPEP luchaba, infructuosamente, por incrementar el precio para llevarlo a una banda entre 22 y 28 dólares por barril. Los esfuerzos incluyeron negociaciones con Noruega y Rusia (que no son miembros de la OPEP), quienes se negaban a recortar su producción.


� La crisis de 1979 fue más bien un efecto no deseado de la lucha por la hegemonía sobre Irán, en la cuál se combinaban el proceso interno del país con la lucha entre los bloques occidental y soviético. 


� Un ejemplo central por las múltiples aplicaciones del producto en diversas industrias: “Para los fabricantes de aluminio, la energía representa del 25% al 40% de sus costos, y esa es la razón por la que Alcoa Inc. planea construir fundiciones en Islandia y Trinidad, donde los costos de la energía son más bajos.” (WSJ 23/8). 


� Un ejemplo extremo es la producción de aviones comerciales, que se concentra principalmente en dos productores: Boeing en EE.UU. y Airbus en la UE.
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